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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica


San José, 24 de junio de 2015

      DJ-AJ-782-2015

Licenciada

Yacira Segura Guzmán 
Prosecretaria General
de la Corte Suprema de Justicia

S. D.
Estimada señora: 

En atención al Oficio N° 2804-15 del 17 de marzo del presente año, en el que se solicita criterio legal de esta Dirección, en relación con el Reclamo Administrativo presentado por el licenciado Martín Hernández Treviño contra el Poder Judicial, con motivo de los daños causados por servidores judiciales en el ejercicio de sus funciones. Se le remite el siguiente informe.

De la gestión

1.- Por escrito presentado ante la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, el 13 de marzo de los corrientes, el licenciado Hernández Treviño, representado por el licenciado Hernán Sánchez Guevara, formula reclamación administrativa de daños y perjuicios contra el Poder Judicial, manifestando, en lo que interesa, los siguientes hechos:
Primero: Que el 19 de julio de 2012, en San José Coronado, Dulce Nombre de Jesús, sobre la ruta 32, kilómetro 16.5, con dirección Guápiles - San José, la exservidora judicial Lourdes Milagro Aguirre Fajardo, quien conducía el vehículo placas 673979, marca Kía y propiedad del Poder Judicial, faltando al deber de cuidado, invadió el carril contrario, y por la velocidad en que viajaba no logró manobrar su vehículo, provocando la colisión entre el vehículo por ella conducido y el vehículo placas 899341, marca Nissan, que era conducido por el señor Luis Ángel Vargas Ferrandino en compañía de su persona. Segundo: Que como consecuencia del aparatoso accidente, la señora Aguirre Fajardo y su compañero de trabajo Glen Cedeño Guzmán, exfuncionarios de la Sección de Cárceles y Citaciones del OIJ de San José, respectivamente, fallecieron en el lugar. Caso que fue conocido dentro del proceso penal N° 12-011008-0042-PE, por la Fiscalía del Segundo Circuito Judicial de San José y trasladado al Juzgado Penal de ese mismo Circuito, con solicitud de sobreseimiento por extinción de la acción penal, en razón del fallecimiento de la imputada Aguirre Fajardo. Tercero: Que a diferencia de las contusiones leves del señor Luis Ángel Vargas Fernandino, su persona, señor Hernández Treviño, sufrió lesiones en diversas partes de su cuerpo, a saber: fracturas en ambos brazos, siendo el izquierdo enyesado por dos meses y en el derecho, por la gravedad de la fractura, y al ser operado de emergencia, le colocaron una placa con cinco tornillos y un ping que salía de su brazo, que le obligó sostener su muñeca al antebrazo y a estar vendado por casi dos meses; situación que lo llevó a perder la movilidad en sus dedos por casi cinco meses, pasando por terapias dolorosas y la imposibilidad de escribir ni utilizar instrumentos propios de trabajo como la computadora ni conducir el vehículo, lo cual le produjo inestabilidad económica hasta el punto de tener que pedir prestado para hacerle frente a sus obligaciones. Asimismo, señala el señor Treviño, que a raíz del accidente su persona perdió una oportunidad de trabajo o alianza en un bufete, pues una semana después de acontecido el accidente, iba a tener una entrevista para esos efectos. Por su parte afirma, que se vio obligado a recibir de su pareja toda la atención para poder ser alimentado, e incluso ser asistido en las necesidades fisiológicas como el vestido, lavado de dientes e ir al baño o sanitario, lo cual, considera, fue deprimente, al punto de caer en llantos por considerarse improductivo. Señala, además, que durante quince días tuvo que dormir sentado en un sillón de la sala pues no soportaba estar acostado; así como padecer de insomnio, pesadillas del accidente y llantos de frustración. Además, afirma el señor Treviño, que su incapacidad fue por siete largos meses durante el cual mantuvo cerrada su oficina, perdiendo con ello parte de su clientela, lo que lo condujo a que sus ingresos pasaran a ser sus ahorros y parte del endeudamiento con tarjetas de crédito para solventar sus necesidades, pues lo que recibió del INS fue utilizado en la atención médica que vino a agotar la póliza por accidentes; y que un pequeño ahorro que tenía destinado para contraer matrimonio, el cual fue frustrado, tuvo que utilizarlo para solventar sus obligaciones. Continúa indicando que, por ser hijo único por parte de madre, quien depende económicamente de su persona, y que debido al accidente, su madre se vio obligada a sufragar parte de sus gastos trabajando en labores de limpieza de oficinas, lo cual le causó una grave afectación emocional. Asimismo, manifiesta, que dentro de su cotidianeidad y calidad de vida, practicaba artes marciales de Tae Kwon Do (sic), deporte que le ayudaba a mantener su estado de salud físico y poder manejar el estrés propio de su trabajo, pero que con el accidente, hasta el día de hoy quedó invalidado para realizar dicho deporte; lo cual, le generó aumento de peso y padecimiento de problemas de cansancio e incluso sexuales, que lo condujo a una postura diagnosticada de diabetes. Afirma que, luego de agotada la póliza de accidentes del INS, dejó de recibir rehabilitación y atención médica y que al no poder pagar su seguro social, no pudo recibir atención por parte de la CCSS. Señala que durante la fuerte terapia de rehabilitación le provocaron una fractura, por lo que tuvieron que operarlo nuevamente y colocarle otra placa y tres tornillos más en su mano derecha; por lo que al día de hoy, su brazo no le funciona como originalmente lo hacía, no puede cerrar el puño y su dedo meñique quedó con deformación. Cuarto: El señor Hernández Treviño manifiesta que, si bien la Fiscalía solicitó el Sobreseimiento Definitivo en favor de la entonces imputada Lourdes Milagro Aguirre Fajardo, hizo también una exposición de hechos bastante clara y precisa, al indicar que la señora Aguirre Fajardo, quien conducía el vehículo del Poder Judicial, al faltar al deber de cuidado, invadió el carril contrario, provocando la colisión mencionada en el Hecho Primero. Quinto: Que para efectos de apoyar los hechos expuestos, además de lo correspondiente a la Fiscalía, cuenta con las versiones del señor Luis Ángel Vargas Fernandino y la de su persona; así como de las diligencias llevadas a cabo por los Oficiales del Organismo de Investigación Judicial, señor Roger Araya Soto y señora Carmen Moreno Serrano, quienes, asegura, abordaron y entrevistaron a algunos testigos presenciales de los hechos, entre ellos el señor Luis Picado Arias y el señor Jorge Luis Rodríguez Fonseca. Sexto: Manifiesta el señor Hernández Treviño, que a su juicio, es bastante clara su versión, en relación con los testigos Picado Arias y Rodríguez Fonseca, y la documental que obra en el proceso judicial, que el daño y perjuicio por él sufrido es efectivo, evaluable e individualizable, por lo que cabe la responsabilidad de la Administración en cuanto al daño moral, subjetivo y objetivo, por el padecimiento y dolor físico de la lesión sufrida, lo cual fundamenta en el nexo causal existente entre el daño y el resultado ocasionado, a causa de la falta al deber de cuidado de la fallecida servidora en el ejercicio de su cargo.
Por lo anterior, y apoyándose en los artículos 191, 196, 197, 198 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, así como el artículo 5 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública y su Reglamento, 1045 del Código Civil, numerales 122 al 125 del Código Penal y artículo 41 de la Constitución Política, el señor Hernández Treviño solicita el Reconocimiento de Daños y Perjuicios e Indemnización Monetaria (sic), por el daño físico y moral producido por la actuación de la exfuncionaria judicial que, en vida, realizara en el ejercicio de sus funciones.
Criterio legal

1.- Al respecto, valga señalar el criterio muy recientemente reafirmado por el Consejo Superior, mediante Sesión Nº 50-15 del 28 de mayo del año en curso, en el que se dispone la improcedencia de conocer en sede administrativa las reclamaciones de daños y perjuicios presentadas contra las actuaciones del Poder Judicial o de alguna de sus personas servidoras en el desempeño de sus funciones, o reclamos económicos que no correspondan a los de carácter de mera constatación:
I. DE LA NORMATIVA QUE RIGE EL COBRO DE DAÑOS Y PERJUICIOS.

Con amparo en el numeral 49 de nuestra Carta Fundamental, se estableció la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda; la cual, conforme el artículo 1° de la Ley Nº 8508 del 28 de abril de 2006, también llamado Código Procesal Contencioso Administrativo (CPCA), (…) “tiene por objeto tutelar las situaciones jurídicas de toda persona, garantizar o restablecer la legalidad de cualquier conducta de la Administración Pública sujeta al Derecho administrativo, así como conocer y resolver los diversos aspectos de la relación jurídico-administrativa”. Donde, según el inciso 3) de ese mismo artículo 1°, se entiende por Administración Pública, entre otros, al Poder Judicial, cuando este realice funciones administrativas propiamente dichas.
De esa manera, en relación con el artículo 190 de la Ley General de la Administración Pública (LGAP), “la Administración responderá por todos los daños que cause su funcionamiento legítimo o ilegítimo, normal o anormal, salvo fuerza mayor, culpa de la víctima o hecho de un tercero” (…) Asimismo, con fundamento en el artículo siguiente ibídem, “la Administración deberá reparar todo daño causado a los derechos subjetivos ajenos por faltas de sus servidores cometidas durante el desempeño de los deberes del cargo o con ocasión del mismo, utilizando las oportunidades o medios que ofrece, aún cuando sea para fines o actividades o actos extraños a dicha misión” . 

En el mismo orden de ideas, “la Administración será responsable por sus actos lícitos y por su funcionamiento normal cuando los mismos causen daño a los derechos del administrado en forma especial, por la pequeña proporción de afectados o por la intensidad excepcional de la lesión (…) (artículo 194 LGAP) Así también, según el numeral 201 ibídem, será “solidariamente responsable con su servidor ante terceros por los daños que éste cause en las condiciones señaladas por esta ley (…)” y cuando corresponda, de modo individual, “será responsable personalmente ante terceros el servidor público que haya actuado con dolo o culpa grave en el desempeño de sus deberes o con ocasión del mismo, aunque sólo haya utilizado los medios y oportunidades que le ofrece el cargo (…)” (artículo 199 ídem) Lo cual, para ambos casos, bien en relación con la Administración o el Estado o bien en cuanto a alguno de sus servidores de manera personal, “cabrá responsabilidad por el daño de bienes puramente morales, lo mismo que por el padecimiento moral y el dolor físico causados por la muerte o por la lesión inferida, respectivamente” (artículo 197 in fine). 

Lo anterior en virtud de que, ocurriendo a las leyes, conforme el artículo 41 de nuestra Constitución Política, todos han de encontrar reparación por los daños que hayan recibido en su persona; ello, en concordancia con lo dispuesto por el citado artículo 1° del Código Procesal Contencioso Administrativo, Ley N° 8508, así como con los numerales 2 inciso b), 12, y 42 incisos 1 y 2.j) de ese mismo cuerpo normativo, que establecen:

 Artículo 1.-

1) La Jurisdicción Contencioso-Administrativa, establecida en el artículo 49 de la Constitución Política, tiene por objeto tutelar las situaciones jurídicas de toda persona, garantizar o restablecer la legalidad de cualquier conducta de la Administración Pública sujeta al Derecho administrativo, así como conocer y resolver los diversos aspectos de la relación jurídico-administrativa 

(…)

3) Para los fines de la presente Ley, se entenderá por Administración Pública: 

(…)

b) Los Poderes Legislativo, Judicial y el Tribunal Supremo de Elecciones, cuando realicen funciones administrativas.

Artículo 2.- 

La Jurisdicción Contencioso-Administrativa y Civil de Hacienda también conocerá lo siguiente: 

(…)

b) Las cuestiones de responsabilidad patrimonial de la Administración Pública y sus funcionarios.

Artículo 12.- Se considerará parte demandada:

1) La Administración Pública autora de la conducta administrativa objeto del proceso, salvo cuando se trate de los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones; en este caso, se demandará al Estado (…)

Artículo 42.-

1) El demandante podrá formular cuantas pretensiones sean necesarias, conforme al objeto del proceso.

2) Entre otras pretensiones, podrá solicitar:

(…)

j) La condena al pago de daños y perjuicios.

Así pues, al constituirse la condenatoria al pago de daños y perjuicios como una consecuencia lógica de una pretensión procesal prevista por el Código Procesal Contencioso Administrativo, es recomendable que las y los administrados, en pleno uso de su derecho de acción, acudan a la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda a promover formal proceso de conocimiento contra la Administración o el Estado, según sea el caso concreto, para la satisfacción de sus intereses indemnizatorios; en virtud de que, acorde con las necesidades de tutelar las relaciones jurídico-administrativas de la actualidad, esa jurisdicción fue instituida para conocer y resolver ese tipo de asuntos.
Máxime que la facultad normativa que el artículo 81 inciso 9) de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 7333 otorgada al honorable Consejo Superior data del año de 1993 –incluso se encontraba prevista desde la primitiva LOPJ Nº 8 de 1937-; sin embargo, el Código Procesal Contencioso Administrativo o Ley Nº 8508 del año 2006 -que vino a suceder a la Ley Nº 3667 de 1966, también llamada Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa- establece de forma actual y especializada, el conocimiento de ese tipo de pretensiones. En otras palabras, a partir de la entrada en vigencia en el año 2006 de la Ley Nº 8508, los asuntos relacionados con la reclamación por daños y perjuicios eventualmente imputables a la Administración, en este caso por conductas del Poder Judicial, por su funcionamiento legítimo o ilegítimo, normal o anormal, con las salvedades de ley, o por la conducta de sus funcionarios o funcionarias, corresponde dilucidarlos en la Sede correspondiente; sea precisamente, como se mencionó, en la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda creada al efecto, pues ello permite una defensa plena tanto de los intereses de quien gestione, como de la institución, instancia en la que ambos intervinientes pueden aportar todos los elementos probatorios que permitan cuantificar, valorar y estimar el daño reclamado.

Ello en virtud de que, la indemnización por responsabilidad en términos generales, se encuentra prevista en la normativa formal o sustancial determinada, no obstante, debe reclamarse con atención al ordenamiento material o procesal respectivo, en la vía correspondiente; es decir, para el caso que nos ocupa, la responsabilidad por Daños y Perjuicios atribuibles al Estado, por conductas que el Poder Judicial, sus Órganos Auxiliares de Justicia o sus servidores realizan en el ejercicio de sus funciones, se encuentra prevista en los artículos 190 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública; sin embargo, la pretensión resarcitoria debe ajustarse y ser conocida por la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda, con observancia de lo dispuesto por los mencionados artículos 1°, 2 inciso b), 42 incisos 1 y 2.j) de la Ley N° 8508 o CPCA, en virtud de ser, respectivamente, la jurisdicción especializada creada al efecto y la norma privativa que rige la materia. 

Dicho de otra manera, tanto la derogada Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (1966) como el actual Código Procesal Contencioso Administrativo (2006), han prevalecido de forma especializada en materia de daños y perjuicios contra la Administración, sobre las disposiciones de la primitiva Ley Orgánica del Poder Judicial (1937) y de su Reforma Integral (1993). Asimismo han determinado los medios y procedimientos necesarios para que las y los administrados puedan acudir a la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda, en búsqueda de la satisfacción de sus intereses resarcitorios. De ahí la conveniencia de que, en un proceso de conocimiento y en la correspondiente jurisdicción especializada, se conozcan y resuelvan las pretensiones de daños y perjuicios eventualmente imputables a la Administración.

II. DE LA CONVENIENCIA DE CONOCER LAS PRETENSIONES DE DAÑOS Y PERJUICIOS EN SEDE JURISDICCIONAL.

Según se desprende del tan mencionado artículo 1° de la Ley N° 8508, la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda tiene por objeto “tutelar las situaciones jurídicas de toda persona, garantizar o restablecer la legalidad de cualquier conducta de la Administración Pública sujeta al Derecho administrativo, así como conocer y resolver los diversos aspectos de la relación jurídico-administrativa”, entre ellas, las conductas o actividades que el Poder Judicial, como Administración Pública, o sus funcionarios realizan en virtud de las funciones que le fueron encomendadas.

En ese sentido, y conforme el artículo 205 de la Ley General de la Administración Pública, Ley N° 6227, “cuando el daño haya sido producido por la Administración y el servidor culpable, o por varios servidores, deberán distribuirse las responsabilidades entre ellos de acuerdo con el grado de participación de cada uno, aun cuando no todos sean parte en el juicio” (la negrita es nuestra). Para lo cual, continúa rezando el artículo, “deberá citarse, a título de parte, a todo el que aparezca de los autos como responsable por el daño causado” (la negrita es suplida). 

Asimismo, el numeral siguiente ibídem, señala que “la sentencia que se dictare en su caso pasará en autoridad de cosa juzgada, pero no tendrá efecto respecto de los que no hayan sido citados como parte, aunque su participación en los hechos haya sido debatida en el juicio y considerada en la sentencia”. Y que “el servidor accionado que no haya sido citado como parte en el juicio de responsabilidad podrá discutir no sólo la cuantía de la obligación resarcitoria sino también su existencia” (los resaltamientos en negrita no pertenecen al texto original). 

Y por su parte, el articulado 208 de esa misma normativa, establece que “cuando se condene al Estado a reconocer indemnizaciones en favor de terceros por los actos de sus funcionarios, el término de prescripción para iniciar el procedimiento administrativo en contra de sus agentes será de un año, contado a partir de la firmeza de la sentencia que fijó la cantidad por pagar”. (Así reformado por el artículo 1º de la ley Nº 7611 de 12 de julio de 1996) (la negrita es suplida).

Nótese, de lo dispuesto, que de la relación existente entre estos últimos artículos y los mencionados sobre la responsabilidad objetiva de la Administración (190 y siguientes LGAP), se desprende la voluntad expresa que la persona legisladora estableció en el artículo 197 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto a que “los tribunales de lo contencioso-administrativo y civil de Hacienda conocerán (…) de los procesos contencioso-administrativos y de los ordinarios civiles de Hacienda que se tramiten conforme al Código Procesal Contencioso-Administrativo y la ejecución de sus propias sentencias (…)”, que es precisamente el contenido que recogen los artículos 1°, 2 inciso b), 42 incisos 1 y 2.j)  de la Ley N° 8508, al disponer que es a la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda, a quien le corresponde conocer y resolver sobre las conductas o actividades y relaciones jurídico-administrativas, sujetas al Derecho Administrativo, que se presenten entre la Administración y sus administrados; en nuestro caso sobre la eventual responsabilidad en que el Poder Judicial, sus Órganos Auxiliares de Justicia o sus funcionarios y funcionarias judiciales puedan incurrir.
Pareciera entonces, una vez más, que conforme la normativa expuesta, las pretensiones por daños y perjuicios eventualmente imputables al Estado (Poder Judicial) o a alguno de sus servidores o servidoras en el ejercicio de sus funciones, corresponde, por su especialidad, al conocimiento de la Jurisdicción Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. Por lo que deviene en recomendación que sea en esa Sede Jurisdiccional, donde se ventilen cada unos de los hechos determinantes de la eventual responsabilidad objetiva de la Administración o personal de sus servidores, o inclusive solidaria entre estos, por las conductas desplegadas de sus actuaciones. 

Lo anterior no solo por el incremento en los recursos presupuestarios que al momento de conocer en sede administrativa ese tipo de pretensiones puedan significar al Poder Judicial; sino más bien por la conveniencia y tutela judicial efectiva que los intereses de las y los administrados requieren a la hora de ocurrir contra la Administración o el Estado, ya que es en la Sede Jurisdiccional correspondiente, donde las personas interesadas, mediante proceso de conocimiento, pueden ejercitar la mayor cantidad de mecanismos y medios probatorios, establecidos por ley, tendientes a la comprobación de los agravios en que fundamentan su pretensión resarcitoria.

Máxime que a partir del pronunciamiento N° 3669 del 15 de marzo de 2006, de la Sala Constitucional, el agotamiento de la vía administrativa resulta preceptivo únicamente para las materias municipal y contratación administrativa (artículos 173 y 182 de nuestra Carta Magna), por lo que, al no encontrarnos ante ninguno de esos escenarios, bien pueden las y los administrados ejercitar la jurisdicción especializada para el resguardo de sus intereses y derechos fundamentales de igualdad, defensa, acceso a la justicia y tutela judicial efectiva, como control de la función administrativa que establecen los numerales 41 y 49 de nuestra Carta Fundamental.

De esa manera, la ocurrencia de un hecho, la existencia de un daño y el nexo de causalidad entre el daño y el quehacer de la Administración, son elementos que, previa eventual condenatoria en Daños y Perjuicios contra el Estado (Poder Judicial), deben ventilarse y comprobarse en esa Jurisdicción, pues “en todo caso el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable e individualizable en relación con una persona o grupo” (artículo 196 LGAP) lo que conlleva a analizar que el elenco de actividades procesales tendentes a la comprobación de los agravios o perjuicios que los peticionarios alegan, conviene dilucidarlos mediante un proceso de conocimiento o declarativo propio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda, que de forma especializada se estableció para tales efectos.
III. DE LA APLICACIÓN DEL INCISO 9 DEL ARTÍCULO 81 Y CONCLUSIÓN

Con base en la tendencia en que el Consejo Superior ha ejercitado la normativa, este Órgano Jurídico considera que los reclamos económicos a los que hace referencia el inciso 9) del artículo 81 de la LOPJ, en lo que interesa, son aquellos conocidos como de carácter de mera constatación, en los que, luego de analizar la situación fáctica del caso concreto y la relación con el eventual daño material causado a la esfera pecuniaria de la persona perjudicada, y previa aprobación a sano criterio del Consejo Superior, se procede a la indemnización de ese daño material, con fundamento en los criterios técnicos del personal judicial encargado de la valoración dañosa (no siempre se recurre a dictámenes periciales); esto es, por citar un ejemplo, los reclamos que se puedan presentar ante el extravío de una evidencia procesal o un título valor que se encontraban bajo la custodia de alguna de las oficinas o despachos judiciales que en razón de su competencia deben resguardar objetos o documentos en caja fuerte; con lo cual, ante el extravío, es el Poder Judicial, quien debe responder, bajo el trámite administrativo respectivo, por esa pérdida o extravío que afecta a la persona interesada. Así como otro ejemplo sería el caso, en el que por error se realice un allanamiento en una casa de habitación distinta a la que correspondía, y que de ese resultado se produzcan daños materiales a la vivienda. Lo cual, como se mencionó, constituyen casos de mera constatación económica donde no se valoran los eventuales daños morales causados a las personas perjudicadas por la actuación judicial, sino que solamente se procede a conocer de los posibles daños materiales causados a la estructura o caudal pecuniario de la persona solicitante.

[…]

-0-

Se acordó: Tener por rendido y acoger el informe de la Dirección Jurídica, en consecuencia: 1) Reconsiderar lo dispuesto por este Consejo en sesión Nº 33-15 del 14 de abril del 2015, artículo XCVII, en el sentido de que en el caso de pretensiones que no corresponden a reclamos económicos de mera constatación, se denegarán en vía administrativa, sin perjuicio de que las personas gestionantes accedan a la vía judicial correspondiente en defensa de sus intereses […]”
2.- Así las cosas, las solicitudes o reclamaciones tendientes al resarcimiento o indemnización por daños y perjuicios y su eventual liquidación pecuniaria, presentadas contra actuaciones del Poder Judicial o de alguna de sus personas servidoras en el ejercicio de sus labores judiciales, deben ser conocidas y resueltas en la vía jurisdiccional correspondiente.
Conclusión

Por lo anterior, considera esta Dirección, que la solicitud de reconocimiento de daños y perjuicios e indemnización monetaria (sic) por daño físico y moral que presenta el señor Hernández Treviño contra la actuación o conducta desplegada por la exfuncionaria judicial Lourdes Milagro Aguirre Fajardo (q.d.D.g) debe ser rechazada en esta sede administrativa, sin perjuicio de que el gestionante acuda a la vía judicial correspondiente en defensa de sus intereses.
Elaborado por

Pablo Mejía Salgado

Área Análisis Jurídico
Atentamente,

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla                              Licda. Karol Monge Molina

Coordinador, Área de Análisis Jurídico           Sub Directora Jurídica a.i.
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